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Providencia:                             Sentencia de 21 de febrero de 2018
Radicación Nro.

66001-31-05-004-2016-00497-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Mariela Pérez Pérez 
Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema:



1. VIABILIDAD DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA - Bajo ese entendimiento y teniendo en cuenta que el régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 para las pensiones de vejez, como su nombre lo indica, no tiene vocación de permanencia sino de transitoriedad, porque su razón de ser es la de no vulnerar expectativas legítimas de personas que tenían muy avanzado el cumplimiento de los requisitos previstos en la legislación anterior para alcanzar el derecho, luego de una vigencia de 20 años y 9 meses, esto es, entre el 1º de abril de 1994 y el 31 de diciembre de 2014, terminó de manera definitiva. No resulta coherente, con la razón de ser de su existencia, pretender que el principio de la condición más beneficiosa, que como ya se dijo es la respuesta jurisprudencial a la ausencia de régimen de transición para las pensiones de invalidez y sobrevivientes, pueda extenderse más allá de la fecha de finalización legal del régimen de transición de vejez ocurrida el 31 de diciembre de 2014.
2. VIGENCIA DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA - El señor no dejó causado el derecho por ostentar el status de pensionado, no solamente porque para el 17 de enero de 2015 no alcanzaba la edad mínima exigida en el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, pues para ese momento tan solo tenía cumplidos 53 años de edad, sino que tampoco acreditaba las 1300 semanas exigidas en ese mismo cuerpo normativo, pues como se evidencia en la historia laboral inmersa en la resolución Nº GNR 351179 de 6 de noviembre de 2015 –fls.29 a 36- la Administradora Colombiana de Pensiones le reconoció al actor, entre tiempos de servicios en el sector público (cotizados a Caseris entre el 20 de junio de 1979 y el 31 de marzo de 1995) y semanas cotizadas al régimen de prima media con prestación definida, un total de 1103 semanas.

Así las cosas, al no tener el status de pensionado, queda por verificar si el señor José Vicente Montoya Castaño en su calidad de afiliado de la Administradora Colombiana de Pensiones, dejó acreditadas 50 semanas de cotización dentro de los tres años anteriores a su deceso, para así dejar causada la prestación de sobrevivencia a favor de sus beneficiarios; sin embargo, conforme con la información suministrada en la historia laboral que se encuentra en el acto administrativo relacionado anteriormente –fls.29 a 36- entre el 17 de enero de 2012 y el 17 de enero de 2015, él no hizo cotizaciones al sistema general de pensiones; sin que sea dable, como se explicó líneas atrás, aplicar el principio de la condición más beneficiosa al haberse producido el deceso más allá del 31 de diciembre de 2014, fecha límite en que los afiliados al sistema que se vieron afectados por los cambios generados en la Ley 100 de 1993 y sus modificaciones, tenían que haber consolidado el derecho que venía cursando con anterioridad al 1º de abril de 1994.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiuno de febrero de dos mil dieciocho, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARIELA PÉREZ PÉREZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 25 de agosto de 2017, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2016-00497-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Mariela Pérez Pérez que la justicia laboral declare que en su calidad de cónyuge supérstite del señor José Vicente Montoya Castaño tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 17 de enero de 2015, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.
Refiere que: El señor José Vicente Montoya Castaño nacido el 18 de marzo de 1961, falleció el 17 de enero de 2015, momento en el que finalizó la convivencia que había iniciado el 4 de octubre de 1981 cuando contrajeron matrimonio; de esa relación nacieron dos hijos, Freedy Alexander y Julián Yesid Montoya Pérez, quienes al momento del deceso tenían más de 25 años de edad; su cónyuge prestó sus servicios a favor del Departamento de Risaralda desde el 20 de julio de 1979 hasta el 11 de julio de 2000, habiendo cotizado para los riesgos IVM en Caseris hasta el 31 de marzo de 1995 y a partir del 1º de abril de 1995 en el ISS (Hoy Colpensiones); el tiempo de servicio que completó a favor del mencionado ente territorial fue de 20.97 años; para el momento de su retiro, él tenía la densidad de tiempo exigido en las leyes 33 de 1985 y 71 de 1988; en condición de trabajador independiente cotizó en el mes de febrero de 2009 y posteriormente como dependiente realizó cotizaciones entre el 1º de septiembre de 2011 y el 29 de diciembre de esa misma anualidad.
Considera que su cónyuge fallecido era beneficiario del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la ley 100 de 1993, siéndole aplicable la Ley 71 de 1988; el 18 de febrero de 2015 elevó ante Colpensiones solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, la cual fue negada mediante la resolución Nº GNR 164695 de 3 de junio de 2015, decisión que fue confirmada en las resoluciones GNR 351179 de 6 de noviembre de 2015 y VPB 7798 de 16 de febrero de 2016.
Al dar respuesta a la demanda –fls.42 a 54- la Administradora Colombiana de Pensiones sostuvo que la accionante no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes que reclama, por cuanto su cónyuge fallecido no dejó causada la prestación, por tanto se opuso a las pretensiones y posteriormente formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Improcedencia del cobro de intereses moratorios” y “Prescripción”.
En sentencia de 25 de agosto de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que el señor José Vicente Montoya Castaño fallecido el 17 de enero de 2015, no dejó causado el derecho a la pensión de sobrevivientes, en consideración a que no tiene cotizadas por lo menos 50 semanas dentro de los tres años anteriores al deceso y porque tampoco es posible que se le aplique una normatividad anterior, pues siguiendo la línea jurisprudencial trazada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, no se dan los requisitos para ello al no haberse presentado el deceso entre el 29 de enero de 2003 y 29 de enero de 2006; razones por las que negó las pretensiones de la demanda.
Inconforme con la decisión, la señora Mariela Pérez Pérez interpuso recurso de apelación indicando que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes en su calidad de cónyuge supérstite del señor José Vicente Montoya Castaño, dando aplicación al principio de la condición más beneficiosa, dado que él al momento de finalizar sus servicios a favor del Departamento de Risaralda, ya tenía el tiempo exigido en la Ley 71 de 1988, y con antelación a la entrada en vigencia del sistema general de pensiones tenía servicios correspondientes a más de 15 años.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMA A RESOLVER, el que a continuación se plantea:

¿Dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios el señor José Vicente Montoya Castaño?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. VIGENCIA DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA

Como quiera que el punto de partida para aceptar, en los asuntos de invalidez y sobrevivencia, la aplicación de la mal llamada “condición más beneficiosa”, es la falta de consagración de un régimen de transición –figura que por definición siempre tiene un límite temporal-, claro resulta que dicho beneficio en consecuencia no puede tener una vigencia ilimitada, conclusión a la que recientemente llegó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL4650 de 25 de enero de 2017 radicación Nº 45262 con ponencia de los Magistrados Fernando Castillo Cadena y Gerardo Botero Zuluaga. 

En esa providencia, la Alta Magistratura, luego de señalar que la condición más beneficiosa es: a) Una excepción al principio de la retrospectividad, b) Que opera en la sucesión o tránsito legislativo, c) Procede cuando se predica la aplicación de la normatividad inmediatamente anterior a la vigente al momento del siniestro, d) Entra en vigor a falta de un régimen de transición, e) Es aplicable a aquellos afiliados que tienen una expectativa legítima, al cumplir en su integridad la densidad de semanas exigidas en la Ley derogada, y f) Respeta la confianza legítima de los destinatarios de la norma;  determinó que para dejar causada la pensión de sobrevivientes en desarrollo del mencionado principio de la condición más beneficiosa en tránsito legislativo entre la Ley 100 de 1993 y la Ley 797 de 2003, se debe acreditar como requisito sine qua non que el deceso se produzca entre el 29 de enero de 2003 y el 29 de enero de 2006, y a partir de ese evento, en cada caso concreto se debe estudiar si el causante se encontraba en alguna de las cuatro circunstancias allí descritas para dejar causado el derecho.

2. AGOTAMIENTO DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA 

Hoy por hoy, adicionalmente existe una razón definitiva para negar la permanencia de la condición más beneficiosa en todos los eventos en que la muerte o la estructuración de la invalidez ocurrieron con posterioridad al 31 de diciembre de 2014.

En efecto, debe tenerse presente que ha sostenido la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencias de 25 de julio de 2012 radicación Nº 38.674 y más recientemente en la SL17134 de 11 de noviembre de 2015 radicación Nº 54.383, que la aplicación de la condición más beneficiosa en materia de pensiones de sobrevivientes y de invalidez ha sido posible en la medida en que el legislador no estableció un régimen de transición cuando hizo los cambios normativos en materia pensional, lo cual expresó en los siguientes términos:

“Como es sabido, el denominado “principio de la condición más beneficiosa” opera precisamente en aquellos eventos en que el legislador no consagra un régimen de transición, porque de hacerlo no existiría controversia alguna originada por el cambio normativo, dado que el mencionado régimen mantiene, total o parcialmente, los requisitos más favorables contenidos en la ley antigua.”.

Bajo ese entendimiento y teniendo en cuenta que el régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 para las pensiones de vejez, como su nombre lo indica, no tiene vocación de permanencia sino de transitoriedad, porque su razón de ser es la de no vulnerar expectativas legítimas de personas que tenían muy avanzado el cumplimiento de los requisitos previstos en la legislación anterior para alcanzar el derecho, luego de una vigencia de 20 años y 9 meses, esto es, entre el 1º de abril de 1994 y el 31 de diciembre de 2014, terminó de manera definitiva. No resulta coherente, con la razón de ser de su existencia, pretender que el principio de la condición más beneficiosa, que como ya se dijo es la respuesta jurisprudencial a la ausencia de régimen de transición para las pensiones de invalidez y sobrevivientes, pueda extenderse más allá de la fecha de finalización legal del régimen de transición de vejez ocurrida el 31 de diciembre de 2014.

Al respecto, no se puede pasar por alto que el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria en las sentencias en cita sostuvo, con base en el artículo 30 del Convenio 128 de la OIT, que la aplicación de la condición más beneficiosa lo que busca es conservar los derechos que se encuentran en curso de adquisición en el cambio normativo, de donde no cabe más que aceptar que, estando previstos en la nueva legislación cortos periodos de cotización para la obtención de las prestaciones de invalidez y sobrevivencia, esos derechos en materia pensional tuvieron tiempo más que suficiente para haberse consolidado en ese lapso de 20 años y 9 meses que tuvo duración la transición, sin que haya posibilidad de que la condición más beneficiosa siga operando más allá de esa fecha límite.
EL CASO CONCRETO

Según el registro civil de defunción expedido por la Registraduría Nacional del Estado Civil –fl.17- el señor José Vicente Montoya Castaño falleció el 17 de enero de 2015, fecha para la cual se encontraba vigente la Ley 797 de 2003, la cual prevé que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común y los miembros del grupo familiar del afiliado fallecido que acredite cotizaciones al sistema general de pensiones correspondientes a 50 semanas consignadas dentro de los tres años anteriores al deceso.

El señor José Vicente Montoya Castaño no dejó causado el derecho por ostentar el status de pensionado, no solamente porque para el 17 de enero de 2015 no alcanzaba la edad mínima exigida en el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, pues para ese momento tan solo tenía cumplidos 53 años de edad, sino que tampoco acreditaba las 1300 semanas exigidas en ese mismo cuerpo normativo, pues como se evidencia en la historia laboral inmersa en la resolución Nº GNR 351179 de 6 de noviembre de 2015 –fls.29 a 36- la Administradora Colombiana de Pensiones le reconoció al actor, entre tiempos de servicios en el sector público (cotizados a Caseris entre el 20 de junio de 1979 y el 31 de marzo de 1995) y semanas cotizadas al régimen de prima media con prestación definida, un total de 1103 semanas.
Así las cosas, al no tener el status de pensionado, queda por verificar si el señor José Vicente Montoya Castaño en su calidad de afiliado de la Administradora Colombiana de Pensiones, dejó acreditadas 50 semanas de cotización dentro de los tres años anteriores a su deceso, para así dejar causada la prestación de sobrevivencia a favor de sus beneficiarios; sin embargo, conforme con la información suministrada en la historia laboral que se encuentra en el acto administrativo relacionado anteriormente –fls.29 a 36- entre el 17 de enero de 2012 y el 17 de enero de 2015, él no hizo cotizaciones al sistema general de pensiones; sin que sea dable, como se explicó líneas atrás, aplicar el principio de la condición más beneficiosa al haberse producido el deceso más allá del 31 de diciembre de 2014, fecha límite en que los afiliados al sistema que se vieron afectados por los cambios generados en la Ley 100 de 1993 y sus modificaciones, tenían que haber consolidado el derecho que venía cursando con anterioridad al 1º de abril de 1994.
Ahora, si en gracia de discusión se omitiera tal razonamiento y se estudiara la viabilidad de aplicar el principio de la condición más beneficiosa en los términos contemplados por la Sala de Casación Laboral a partir de la sentencia SL4650 de 25 de enero de 2017, tampoco habría lugar a ello, en consideración a que la muerte del señor José Vicente Montoya Castaño no se presentó en el interregno que va desde el 29 de enero de 2003 y la misma fecha del año 2006; siendo del caso puntualizar que las más de 300 semanas con anterioridad al 1º de abril de 1994 a las que se alude en la demanda, no fueron cotizadas por el señor Montoya Castaño al régimen de prima media con prestación definida administrado por el otrora Instituto de Seguros Sociales, pues esos tiempos de servicios prestados al Departamento de Risaralda fueron cotizados por el causante a la Caja de Previsión Social del Departamento de Risaralda CASERIS; por lo que mal haría la Sala en reconocer eventualmente una prestación económica con base en tiempos que no fueron debidamente cotizados en ese régimen pensional.
En el anterior orden de ideas, adecuada resultó la decisión adoptada por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito en el sentido de negar las pretensiones y en consecuencia la misma se confirmará.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta sede a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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